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Capítulo 5
La carrera judicial después 
de la reforma judicial 
Obrador-Sheinbaum
Andrea Pozas Loyo1 y Julio Ríos Figueroa2

La carrera judicial regula el ingreso, el ascenso, la evaluación, la permanen-
cia y la separación de las y los servidores públicos que laboran en el Poder 
Judicial de la Federación (PJF) por medio de mecanismos institucionalizados, 
como los exámenes para ingreso y ascenso. 

Este servicio civil surgió en México con la reforma de 1994 y fue refor-
zado con la reforma de 2021. Su objetivo fue garantizar que las personas 
juzgadoras pertenecientes al PJF adquirieran el conocimiento necesario para 
realizar su tarea dotándolas de una expectativa de estabilidad y crecimiento 
laboral a partir de la acumulación de experiencia, conocimientos y la profe-
sionalización de su desempeño. 

En treinta años de funcionamiento, desde su creación hasta la reforma de 
2024, la carrera judicial logró constituir una identidad organizacional que 
robusteció la autonomía y personalidad colectiva del PJF promoviendo su 
independencia y neutralidad vis-á-vis los poderes electos, para que pudiera 
así consolidarse como una rama eficaz en el sistema de frenos y contrapesos. 

1	 Profesora e investigadora del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM.
2	 Profesor e investigador del Departamento de Derecho del ITAM. 
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La reforma de 2024 transforma profundamente la carrera judicial, la trun-
ca de manera radical, y genera un modelo dual que bifurca la lógica que 
rige la profesión judicial. Tras la reforma, las personas que integren el PJF 
ingresarán, ascenderán, serán evaluadas, y permanecerán o se separarán de 
sus puestos bajo dos lógicas distintas. 

Por un lado, los primeros tres escalafones de la jerarquía jurisdiccional 
—las y los oficiales, actuarios y secretarios— estarán regidos por la lógica 
profesionalizante de la carrera judicial. Por el otro, los últimos dos escalafo-
nes, las y los jueces de distrito y los magistrados de circuito, estarán sujetos a 
la lógica electoral (los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
y los magistrados del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación y  
del Tribunal de Disciplina también serán electos, pero no forman parte de la 
carrera judicial). 

En este texto explicamos el impacto que la reforma de 2024 tiene sobre 
la carrera judicial y discutimos sus posibles efectos tanto dentro como fuera 
del PJF. En la primera parte, presentamos de forma concisa la carrera judi-
cial en México previa a la reforma de 2024, algunos datos relevantes de su 
desempeño durante los treinta años que rigió la vida profesional del personal 
judicial. En la segunda parte, presentamos las principales características de 
la reforma de 2024 y los cambios que directamente impactan a la carrera 
judicial. Finalmente, discutimos las posibles consecuencias de estos cambios 
con base en los incentivos que establece la reforma y algunos datos de los 
efectos inmediatos que ya se han podido observar.

I. La carrera judicial 1994 - 2024
La carrera judicial en México se estableció en la reforma de 1994 y se ex-
pandió en la reforma de 2021. Antes de 1994 había en México una carrera 
judicial informal en la que la selección de jueces y magistrados la hacían 
los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN). La falta 
de regulación de los mecanismos de selección, evaluación, y disciplina de 
personas juzgadoras generó muchos problemas sobre todo a partir del cre-
cimiento del PJF en la segunda mitad de 1970.3 La reforma de 1994 buscó 

3	 Pozas Loyo, Andrea y Julio Ríos Figueroa. 2018. “Anatomy of an informal institution: The 



65

corregir estos problemas y proyectar al PJF hacia un mejor funcionamiento 
en el régimen democrático en ciernes.

La carrera judicial instauró la selección de juzgadores por medio de exá-
menes de capacidades y competencias. También un sistema de evaluación, 
ascensos y medidas disciplinarias en manos del Consejo de la Judicatura 
Federal (CJF). A partir de la reforma de 2021 la carrera judicial se expandió 
e incluye cinco cargos: oficial judicial, actuario, secretario, juez y magistrado. 
Es decir, desde los y las funcionarias de apoyo en la función jurisdiccional 
(oficiales y notarios) hasta los y las funcionarias que estudian los problemas 
legales para presentar proyectos de resolución (secretarios) y, por supuesto, 
los y las juzgadoras que son quienes son finalmente responsables de las de-
cisiones finales y las sentencias. 

Al 31 de mayo de 2024, de acuerdo con datos del CJF, había un total de 
17,402 personas que eran parte de la carrera judicial (60 % oficiales judicia-
les; 9 % actuarios; 12 % secretarios de juzgado; 12 % secretarios de tribunal; 
2 % jueces; 3 % magistrados).4 Como su nombre lo indica, la carrera judicial 
era un proceso de reclutamiento y aprendizaje mediante la acumulación de 
experiencia y la profesionalización de los y las integrantes del PJF. En ese 
proceso, para dar una idea, llegar a ser juez o magistrado tomaba un prome-
dio de 16 años y 19 años 8 meses, respectivamente. Antes de llegar a juez o 
magistrado se comenzaba como oficial judicial (un promedio de 3 años y 4 
meses en el cargo), después actuario (un promedio de 1 año y medio), después 
secretario (un promedio de 11 años y 4 meses). Los y las juezas duraban en 
su cargo en promedio 6 años y los y las magistradas 12 años y 4 meses. 

Durante el ejercicio de sus funciones, en los distintos niveles de la carrera 
judicial, las personas adquieren experiencia y también formación. Con base 
en los mismos datos, al 31 de mayo de 2024, sabemos que entre los y las 
juezas (750), 15 % tenían sólo licenciatura, 13 % al menos una especialidad, 
53 % maestría y 18 % doctorado. Entre los y las magistradas (885), 15 % sólo 
tenían licenciatura, 10 % al menos una especialidad, 47 % maestría, y 26 % 
doctorado. El 94 % de la capacitación se daba a través de la Escuela Federal 

‘Gentlemen’s Pact’ and judicial selection in Mexico, 1917-1994”. International Political Science 
Review, vol. 39, no. 5, pp. 647-661.

4	 Agradecemos a la maestra Jacqueline Martínez Uriarte del CJF los datos proporcionados. 
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de Formación Judicial o de instituciones públicas nacionales. En suma, en 
los treinta años de vigencia de la carrera judicial hasta la reforma de 2024, 
el Estado mexicano invirtió una cantidad importante de recursos tanto mate-
riales como humanos en el fortalecimiento del PJF. 

Por supuesto, en este periodo el funcionamiento de la carrera judicial no 
estuvo exento de fallas y cuentas pendientes. Hubo un proceso de prueba y 
error en la generación y aplicación de los exámenes de conocimientos y apti-
tudes que generó inestabilidad en las expectativas de las y los funcionarios, e 
incluso hubo escándalos de corrupción en algunas convocatorias. Otro tema 
delicado es el relativamente alto número de familiares laborando en el PJF e 
incluso casos claros de nepotismo. 

El déficit en la inclusión de mujeres conforme se avanzaba en la carrera 
y jerarquía judiciales era también un notorio pendiente del funcionamiento 
organizacional. Con mayor o menor celeridad y eficacia, gracias a los esfuer-
zos de sectores dentro del PJF y la crítica y colaboración de actores políticos 
y sociales, parte importante de los temas pendientes en la carrera judicial se 
habían ido atendiendo. 

En este sentido, a pesar de contener algunos puntos polémicos, la reforma 
de 2021 constituyó un importante avance para la carrera judicial en aspectos 
como el combate al nepotismo y la paridad de género.5 La reforma de 2024, 
sin embargo, ataca los fundamentos y distorsiona el sentido de la carrera 
judicial de modo que se pierde mucho de lo que se había avanzado.

II. La carrera judicial en la reforma 
Obrador-Sheinbaum
La reforma de 2024 transforma profundamente la carrera judicial ya que 
bifurca la naturaleza y la lógica de los mecanismos de ingreso, ascenso, 
evaluación, permanencia y separación de las personas que laboran en el PJF. 

Esta reforma introduce dos modelos distintos e inconsistentes en la pro-
fesión judicial: los primeros tres escalafones de la jerarquía organizacional 
—las y los oficiales, actuarios y secretarios— estarán regidos por la lógica 

5	 Negrete, Michael. 2022. El precedente judicial en la Jurisprudencia de la SCJN, México: IIJ-
UNAM. Ríos Figueroa, Julio. 2019. El buen juez por su casa empieza. México: Mexicanos 
Contra la Corrupción y la Impunidad. 
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profesionalizante de la carrera judicial, mientras que los últimos dos escala-
fones —los y las juezas y los y las magistradas— estarán sujetos a la lógica 
electoral. Asimismo, la reforma crea un Tribunal de Disciplina para sustituir 
la labor que realizaba el CJF, cuyos integrantes serán también electos. Este 
órgano tendrá la capacidad de sancionar y remover a personas juzgadoras y no 
habrá una instancia externa frente a la cual se puedan apelar sus decisiones. 

Para poder discutir los posibles efectos de esta reforma a continuación 
delineamos de forma extremadamente sucinta algunas de sus principales ca-
racterísticas. En 2025 y 2027 se llevarán a cabo elecciones para todos los 
puestos de jueces y magistrados federales (cerca de dos mil cargos). La ciu-
dadanía elegirá entre aquellos candidatos seleccionados por los comités de 
evaluación designados de forma unilateral por la presidencia de la República, 
el Congreso de la Unión, y la Suprema Corte. Las personas juzgadoras que 
hasta septiembre de 2024 ocupaban dichos puestos deberán separarse de sus 
funciones (la mitad en 2025 y la otra mitad en 2027) y podrán inscribirse 
para participar en las elecciones.

Los requisitos para personas aspirantes a jueces y magistrados son míni-
mos: tener licenciatura en derecho con un promedio general de 8 sobre 10, 
y de 9 sobre 10 en las materias vinculadas al puesto, tener cinco años de 
ejercicio en alguna actividad jurídica, presentar un ensayo de tres páginas 
sobre los motivos de su postulación, y entregar cinco cartas de referencia de 
personas vecinas o que conozcan a la o el aspirante y respalden su idoneidad 
para desempeñar el cargo.

La Presidencia, el Poder Legislativo y la Suprema Corte postularán hasta 
dos personas para cada cargo de magistrados y jueces, por lo que habrá has-
ta seis aspirantes a cada puesto. Para las campañas electorales de todos los 
cargos de elección dentro del PJF estará prohibido el financiamiento público 
o privado, así como la contratación de espacios en radio y televisión o de 
cualquier otro medio de comunicación. Los partidos políticos, así como los 
y las servidoras públicas no podrán realizar proselitismo ni posicionarse a 
favor o contra de candidatura alguna.

Los y las juezas y magistradas electas durarán en su puesto nueve años y 
podrán ser reelectos de forma consecutiva cada vez que concluya su periodo. 
Las personas juzgadoras no podrán ser readscritas fuera del circuito judicial 
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en el que hayan sido electas, salvo por causa excepcional según lo determine 
el Tribunal de Disciplina Judicial.

El Tribunal de Disciplina será integrado por cinco personas que obten-
gan el mayor número de votos entre las y los candidatos a este tribunal. Los 
comités de evaluación de la Presidencia, el Congreso y de la Suprema Corte 
integrarán un listado de las diez personas mejor evaluadas para cada vacante 
en el Tribunal de Disciplina Judicial, y para ajustar el número de postulacio-
nes se depurarán el listado por medio de insaculación.

Cualquier persona o autoridad podrá denunciar ante el Tribunal de 
Disciplina Judicial hechos que pudieran ser objeto de responsabilidad ad-
ministrativa o penal cometidos por servidores públicos del PJF, para que se 
investigue y, en su caso, sancione la conducta denunciada. Las decisiones 
del Tribunal de Disciplina serán definitivas e inatacables. Este tribunal podrá 
ordenar el inicio de investigaciones, atraer procedimientos relacionados con 
faltas graves, ordenar medidas cautelares y de apremio y sancionar a las y los 
juzgadores que considere incurran en “actos u omisiones contrarias a la ley, a 
la administración de justicia o a los principios de objetividad, imparcialidad, 
independencia, profesionalismo o excelencia, además de los asuntos que la 
ley determine”.6

III. Impacto y escenarios
La reforma judicial de 2024 altera profundamente la carrera judicial. La 
bifurcación de lógicas, una profesionalizante y otra electoral, modifica los 
incentivos de las personas que ingresan al poder judicial. Las características 
personales y relacionales que llevan al éxito en una campaña electoral son 
muy diferentes a aquellas que se requieren para salir avante en una evalua-
ción institucionalizada de competencias y capacidades. Más aún cuando los 
requisitos para competir en la elección judicial no incluyen tener experien-
cia en la labor jurisdiccional, lo que hace posible, por ejemplo, ganar una 
elección sin tener experiencia sustantiva en la elaboración de proyectos de 
sentencia ni conocimiento de la jurisprudencia que constituían el corazón de 
las evaluaciones del CJF. En la reforma de 2024 pierde sentido el esfuerzo 

6	 Artículo 100, párrafo cuarto, de la Constitución. 
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de profesionalización y capacitación jurídicas en los puestos inferiores de la 
carrera, que eran escalones necesarios para adquirir el conocimiento reque-
rido para ascender. 

Esta reforma también promueve que los jueces y magistrados electos 
se acerquen a los partidos políticos y, en general, a los actores sociales o  
económicos poderosos que puedan ayudarles a ganar votos en la competen- 
cia electoral. 

Por un lado, para ser candidato en la elección judicial es necesario pasar 
el filtro de los comités de selección de los poderes ejecutivo, legislativo y 
judicial. Esos comités de selección, sobre todo los de los órganos electos, 
tienen un fuerte componente partidista tanto en su conformación como en 
sus intereses. Por otro lado, la posibilidad de reelección motivará a las y 
los juzgadores a buscar el favor de los partidos y actores con poder para 
movilizar votantes. Ello será necesario para ganar la elección porque, como 
hemos visto, no tendrán otros medios de darse a conocer y carecerán de 
financiamiento público o privado. Más aún el que la elección judicial sea 
un cargo específico en un territorio determinado promueve incentivos para 
que las personas candidatas busquen apoyo de los actores influyentes en ese 
territorio, lo cual incluye no sólo a los partidos políticos sino también a los 
gobiernos locales y los actores económicos y sociales relevantes en el lugar. 
Aquí vale la pena hacer notar que el crimen organizado es un actor muy po-
deroso en parte importante del país que podría volverse determinante en las 
elecciones judiciales como ya lo es en otras elecciones locales.

Finalmente, el Tribunal de Disciplina Judicial, que revisará y evaluará el 
desempeño tanto administrativo como sustantivo de los juzgadores, también 
se compondrá de magistrados electos popularmente por un periodo de seis 
años sin reelección lo que producirá convergencia de criterios y prioridades 
entre ellos y el partido en el gobierno. Así la reforma judicial da fuertes incen-
tivos a las y los juzgadores para buscar el acercamiento con actores políticos 
y económicos con poder de movilización para poder ganar las elecciones y 
mantenerse en el puesto. 

La discontinuidad en la carrera judicial rompe con la idea de ascenso por 
conocimientos y capacidades a los puestos de juez y magistrado. Ante esta 
situación, la competencia electoral judicial se vuelve atractiva para personas 
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militantes o convencidas ideológicamente del proyecto del gobierno en turno. 
Los puestos en el PJF se vuelven atractivos también para personas abogadas 
a quienes el salario y las condiciones en comparación con su situación actual 
les parezca una mejora, y no les importe trabajar en cortes partidizadas sujetas 
al Tribunal de Disciplina Judicial.

Ahora bien, desafortunadamente en México la educación y la profesión 
jurídica están muy poco reguladas con la consecuencia de que existe una 
enorme variación en la formación y conocimientos de las personas abogadas. 
Un dato: hay más de dos mil escuelas de derecho (en comparación con aproxi-
madamente doscientas cincuenta en Estados Unidos y ochenta en Alemania). 
Muchas de estas escuelas dan un título de abogado en dos años sin filtros aca-
démicos sólidos. Y, una vez titulados, las y los abogados no hacen un examen 
nacional para demostrar conocimientos mínimos. Tampoco es obligatoria la 
pertenencia a un colegio o barra de abogados que garantice un mínimo de pro-
fesionalismo o de garantías contra malas prácticas profesionales. Por lo tanto, 
es probable que a muchos de los puestos de juez y magistrado no lleguen las 
mejores abogadas y los mejores abogados con vocación de juzgadores, sino 
personas que además de cumplir con los requisitos formales, cuentan sobre 
todo con el apoyo condicionado de poderosos actores políticos o económicos. 

El sistema jurídico mexicano es una maquinaria longeva y compleja a la 
que se va a privar del maquinista. En las materias que operan oralmente, como 
la penal o la laboral, los secretarios (suponiendo que son quienes conocerán 
el funcionamiento del sistema) no podrán suplir la dirección del juez en las 
audiencias. Asimismo, en las materias especializadas, como la de competen-
cia económica o telecomunicaciones, podrá ganar la elección una persona 
con muy poco conocimiento de tan complejos temas. 

La reforma Obrador-Sheinbaum conlleva a su vez mayores riesgos de co-
rrupción judicial y de seguridad de las personas juzgadoras. La discontinuidad 
de la carrera judicial y la elección popular harán de las personas juzgadoras 
figuras públicas en la localidad donde compitan y las hará vulnerables a 
presiones de actores políticos, económicos y criminales. Esta vulnerabilidad, 
aunada a la posible permanencia de los jueces en una localidad por medio de 
la reelección y la necesidad de apoyo para movilizar el voto, promoverá la 
cercanía con litigantes recurrentes y actores poderosos. Así, es probable que 
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se multipliquen los conflictos de interés, y que la neutralidad, imparcialidad 
e independencia judiciales sean mermadas. 

En términos más generales, y pensando en la naturaleza y el funciona-
miento del sistema político, es crucial entender que lo que distingue al poder 
judicial de otras organizaciones/estructuras burocráticas es su conocimiento 
especializado de las leyes. Este conocimiento permite la resolución de con-
flictos de manera consistente y coherente, es decir, resolviendo casos similares 
con criterios similares y justificando las resoluciones que se salen de la norma 
a partir de principios y criterios preexistentes. La carrera judicial es un me-
canismo para que las personas juzgadoras adquieran, atesoren, y transmitan 
ese conocimiento de las leyes y las decisiones precedentes (la jurisprudencia). 

Las personas juzgadoras se sienten parte de una rama del gobierno que 
tiene un conocimiento y una función especializadas, lo cual construye una 
identidad colectiva que dota de sentido a la autonomía institucional. Este 
conocimiento de las leyes como fundamento de un poder judicial distinto a 
los otros poderes y, por tanto, capaz de co-participar en el funcionamiento 
del sistema de frenos y contrapesos es reconocido por autores clásicos como 
Edward Coke, Montesquieu y Alexander Hamilton.7

El conocimiento de las leyes acumulado en los funcionarios judiciales y 
las personas juzgadoras en México seguramente se va a deteriorar a partir de 
la reforma de 2024. La destitución de la totalidad de los jueces y magistrados 
y su reemplazo por personas electas le resta relevancia al conocimiento y 
experiencia jurídicas. Para dar una idea de la pérdida de capital humano que 
esta reforma implica: de las 771 plazas para jueces y 927 plazas de magistra-
dos —de las cuales un número importante se encontraban ya vacantes— 333 
jueces y juezas y 487 magistrados y magistradas declinaron participar en 
la elección, y un número importante, pero aún no conocido, se jubilaron o 
pidieron su retiro anticipado.

Por último, esta radical reforma también le resta autoridad a la ley y a la 
jurisprudencia como instrumentos para la resolución coherente y consistente 

7	 Coke, Edward. 2003 [1644]. The Selected Writings and Speeches of Sir Edward Coke. In-
diana: Liberty Fund, El caso Bonham. Montesquieu. 2024 [1748]. Del Espíritu de las Leyes. 
México: Porrúa, Libro XI. Hamilton, Alexander, John Jay, y James Madison. 2001 [1788]. El 
Federalista. México: Fondo de Cultura Económica, no. 78.
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de conflictos. La llegada de personas sin experiencia ni espíritu de cuerpo 
puede vaciar de conocimiento acumulado al poder judicial y atenta contra 
su identidad colectiva y su autonomía. En esa misma medida, se debilita la 
separación de poderes y la posibilidad de que el poder judicial juegue un 
papel relevante en el sistema de frenos y contrapesos. La tormenta judicial 
apenas se avecina. 


